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La Sala Especial de Conflictos de Competencia del Tribunal Supremo, constituida por su Presidente y los Excmos. Sres. Magistrados anteriormente citados, dotados de la potestad jurisdiccional reconocida en la Constitución, dicta el siguiente:

A U T O


En la Villa de Madrid, a veintiséis de Abril de dos mil doce.


Conflicto negativo de competencia entre el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, Sección 1ª de la Sala de lo Contencioso Administrativo, recurso 556/2004, y Juzgado de Primera Instancia nº 11 de Sevilla, Procedimiento Ordinario 1407/2002. 

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Por la JUNTA DE ANDALUCÍA se interpuso demanda ante el JPI nº 11 de Sevilla contra BOLIDEN APIRSA SL, BOLIDEN AB y BOLIDEN BV por los gastos que hubo de afrontar la Administración como consecuencia de la rotura de la balsa de las minas de Aznalcollar, ejercitándose la acción de reembolso.


Por auto de 28 de diciembre de 2002 el JPI nº 11 de Sevilla acordó la inadmisión de la demanda al carecer de competencia, correspondiendo la misma, según el auto, a la Administración, sin perjuicio de ulteriores recursos ante la jurisdicción contencioso administrativa.


Interpuesto recurso de apelación fue desestimado por auto de 2 de octubre de 2003 de la Sección sexta de la Audiencia Provincial de Sevilla.


Por auto de 14 de febrero de 2005 se declaró inadmisible por el Tribunal Constitucional, el recurso de amparo interpuesto por la Junta de Andalucía.


SEGUNDO.- Por la Junta de Andalucía se incoó expediente 2327 de 2003 declarando la obligación de las sociedades mencionadas de reembolsar a la Junta los gastos desembolsados, con motivo de los vertidos procedentes de la citada balsa.


Contra el acuerdo BOLIDEN AB interpuso recurso contencioso administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de Andalucía con sede en Sevilla, que dictó sentencia de 2 de noviembre de 2007 estimando el recurso, declarando que la Administración carecía de competencia para el ejercicio de la autotutela, en este caso y estableciendo que la Sala carecía de competencia para el conocimiento de la acción de reembolso.


Contra la sentencia se interpuso recurso de Casación, ante la Sala 3ª del TS que dictó sentencia con fecha 11 de noviembre de 2011, declarando que la Administración carecía de habilitación legal para declarar la responsabilidad solidaria de las sociedades del grupo BOLIDEN y confirmando que la jurisdicción contencioso administrativa no era competente para conocer del reembolso de los gastos derivados de la rotura de la balsa minera.


TERCERO.- Por la Junta de Andalucía se formuló recurso por defecto de jurisdicción con fecha 22 de diciembre de 2012, y remitidas las actuaciones por la Sala de lo Contencioso Admnistrativo del TSJ de Andalucía, con sede en Sevilla se abrió procedimiento.


CUARTO.- Recibidas las actuaciones en esta Sala de Conflictos de Competencias, informó el Ministerio Fiscal en orden a que se atribuyese la competencia a la jurisdicción civil, expresando lo siguiente:


EL FISCAL, en el conflicto negativo de competencia entre órganos judiciales del orden jurisdiccional civil y contencioso-administrativo que figura referenciado en el encabezamiento de este escrito de alegaciones, despachando el trámite que le ha sido conferido por Diligencia de Ordenación de 26 de marzo de 2012 de la Secretaría de la Sala de Conflictos de Competencia del Tribunal Supremo, notificada el día 2 de abril, DICE:


ANTECEDENTES DE HECHO


1.- El presente conflicto negativo de competencias tuvo inicio en virtud de demanda de juicio ordinario presentada ante los Juzgados de Primera Instancia de Sevilla, el 16 de noviembre de 2002, por la JUNTA DE ANDALUCIA en reclamación de cantidad contra las entidades Boliden Apirsa SL, Boliden AB y Boliden BV, por los gastos y costes asumidos por la Administración de la Junta de Andalucía con motivo del vertido producido el 25 de abril de 1998 por la rotura de la balsa minera de decantación y almacenamiento de residuos de las Minas de Aznalcollar (Sevilla), propiedad del Grupo Boliden a través de su filial Boliden Apirsa, derivados en concreto por la retirada de lodos, depuración de aguas, inmovilización química de metales pesados, control de calidad ambiental, investigación científica, restauración ecológica de la zona y control sanitario. El conocimiento del asunto correspondió por reparto al Juzgado de Primera Instancia n° 11 de Sevilla que abrió el procedimiento ordinario 1407/2002.


La demanda que se dirigía solidariamente contra Boliden Apirsa SL, Boliden AB como matriz de Grupo, y contra Boliden BV, todas ellas miembros del Grupo Boliden, reclamaba la suma de 89.867.545 € ejercitando la acción de reembolso en virtud de la cual la Administración Autonómica pretendía resarcirse de los gastos y costes asumidos como consecuencia de haber actuado con carácter subsidiario respecto del legalmente obligado a soportarlos, obligación que pesaba sobre el titular de la actividad minera a la que la balsa servía como depósito de residuos.


2.- Por Auto de 28 de diciembre de 2002, el Juzgado de 1ª Instancia acordó la inadmisión de la demanda al entender que carecía de competencia jurisdiccional para su conocimiento por corresponder a la Administración resolver sobre la reclamación con posibilidad de acudir posteriormente a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, sugiriendo que la propia Junta de Andalucía dictase el acto administrativo oportuno si entendiera que pudiera existir una responsabilidad contractual de las empresas demandadas (FJ 8°), pese al argumentado informe en sentido contrario que el representante del Ministerio Fiscal presentó en fecha 11/12/2002.


3.- La Junta de Andalucía interpuso recurso de apelación el 8 de febrero de 2003 contra la anterior resolución judicial que fue resuelto por la Sección Sexta de la Sala de lo Civil de la Audiencia Provincial de Sevilla, por Auto de 2 de octubre de 2003, que confirmó la resolución impugnada declarando que la Junta ejercitaba el derecho de repetición fundado en el artículo 1158 del Código Civil, pero que antes las empresas demandadas debían ser consideradas responsables de los daños ambientales producidos, correspondiendo a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa enjuiciar si se habían producido esos daños.


4.- La Administración autonómica andaluza se alzó en amparo ante el Tribunal Constitucional, quien, en su Auto de fecha 14 de febrero de 2005 declaró inadmisible el recurso de amparo por no haber acudido antes a la vía administrativa y contencioso-administrativa a la que le remitían los órganos jurisdiccionales civiles.


5.- El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía el día 23 de marzo de 2004 acordó declarar en el expediente 23 27/2003 que las entidades Boliden Apirsa SL, Boliden AB y Boliden BV estaban obligadas a reembolsar a la Junta de Andalucía los gastos y costes por ella asumidos subsidiariamente con motivo del vertido producido por la rotura de la balsa minera de Aznalcollar que ascendían a 89.867.545 €.


Frente al anterior Acuerdo, la mercantil Boliden AB interpuso recurso contencioso administrativo que presentó el 21 de mayo de 2004 ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, correspondiendo su conocimiento a la Sección Primera que incoó el procedimiento ordinario 558/2004.


La Sección dictó sentencia el 2 de noviembre de 2007 estimando el recurso contencioso-administrativo interpuesto por Boliden AB contra el Acuerdo de 23 de marzo de 2004, anulándolo por falta de competencia de la Administración para su dictado y declarando la incompetencia de la jurisdicción contencioso-administrativa para el pronunciamiento respecto de la acción de reembolso, indicando que cabía interponer recurso de casación contra la sentencia. En su fundamentación hizo constar que la Sección se había limitado al enjuiciamiento del acto del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía impugnado en cuanto ejercicio de autotutela de la Administración, pero que la procedencia de la reclamación basada en el derecho civil (pago por tercero del artículo 1158 C. C.) era ajena a la competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa, por lo que teniendo en cuenta que la jurisdicción civil -que estimaba competente- había efectuado declaración de incompetencia de jurisdicción, las partes habrían de acudir al procedimiento del recurso por defecto de jurisdicción regulado en el artículo 50 de la LOPJ (FJ 2° último párrafo).


6.- La Junta de Andalucía presentó recurso de casación ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo, conociendo del mismo la Sección Quinta (Rec. 5963/2007), que el 11 de noviembre de 2011 dictó sentencia, desestimando el motivo de casación invocado, declarando que la Administración no ostentaba -en aplicación del artículo en 81 de la Ley de Minas- habilitación legal para declarar la responsabilidad solidaria de las empresas del grupo Boliden, y que la jurisdicción contencioso-administrativa era competente para conocer del Acuerdo impugnado sin que lo sea para conocer de la reclamación de la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía para reembolsarse de los gastos y costes asumidos para reparar los efectos del vertido por la rotura de la balsa minera (FJ 40 aludiendo a STS de 10/11/2011 Rec. 775/2008).


7.- El 22 de diciembre de 2012 la Junta de Andalucia formulo recurso por defecto de ADMINISTRACIÓN jurisdicción al amparo del artículo 50 LOPJ, acordando la Sala de lo Contencioso- DE JUSTICIA administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía elevar las actuaciones al Tribunal Supremo para resolución de la controversia, admitiéndose a trámite el conflicto negativo de competencia.


La Sala Especial de Conflictos de Competencia del Tribunal Supremo abrió el procedimiento de conflicto de competencia n° A42/1 1/12, confiriendo traslado a este Ministerio para la formulación de las alegaciones a que se refiere el artículo 50.3 LOPJ.


FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.-


1.- Plantea el presente recurso por defecto de jurisdicción la controversia acerca del orden jurisdiccional competente para conocer la reclamación planteada por la Junta de Andalucía sobre reembolso de gastos y costes.


2.- Pues bien, de la demanda por la reclamación de cantidad para resarcimiento de gastos y costes desembolsados por la Junta de Andalucía contra Boliden Apirsa SL Boliden AB y Boliden BV, conoció inicialmente el Juzgado de Primera Instancia nº 11 de Sevilla, que se inhibió a favor de los órganos judiciales del orden jurisdiccional contencioso- administrativo siendo confirmado su criterio por la Sala de lo Civil de la Audiencia Provincial. Cuando los órganos judiciales civiles se declararon incompetentes, la Junta procedió actuar en vía administrativa, siendo recurrido su Acuerdo de 23 de marzo de 2004 ante los órganos judiciales del orden jurisdiccional contencioso-administrativo por Boliden AB.


SEGUNDO.-


1.- El artículo 50.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial proclama que “contra la resolución firme en que el órgano del orden jurisdiccional indicado en la resolución a que se refiere el apartado 6 del artículo 9 declare su falta de jurisdicción en un proceso cuyos sujetos y pretensiones fuesen los mismos, podrá interponerse en el plazo de diez días recurso por defecto de jurisdicción".


El anterior precepto parece exigir la identidad de sujetos y de pretensiones como presupuesto del conflicto negativo de competencias, y siendo así que en el proceso civil y contencioso-administrativo las entidades que se constituyen en partes procesales no son las mismas, esta circunstancia no elimina la evidente realidad del conflicto ni, por tanto, puede generar para la Junta de Andalucía recurrente la denegación de tutela judicial efectiva que supondría el no tener por formalmente planteado aquél -con base en aquella disparidad- cuando resulta que la reclamación en ambos casos se basa en los mismos hechos y ha de considerarse que existe identidad de pretensiones (arg. FJ 4° Auto 19/11/2007 CC 17/2007).


2.- La Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa atribuye a los Juzgados y Tribunales del orden jurisdiccional contencioso-administrativo el conocimiento de las pretensiones que se deduzcan en relación con la actuación de las Administraciones Públicas sujetas al Derecho Administrativo, entendiendo a estos efectos por Administración Pública las entidades de Derecho público que sean dependientes o estén vinculadas al Estado (arts. 1.1 y l.2.d.), no correspondiendo al orden jurisdiccional contencioso-administrativo las cuestiones atribuidas al orden jurisdiccional civil, aunque estén relacionadas con la actividad de la Administración pública (art. 3.a). La Ley Orgánica del Poder Judicial atribuye a los Tribunales y Juzgados del orden civil el conocimiento de las materias que les son propias además de todas aquellas que no estén atribuidas a otro orden jurisdiccional (art. 9.2).


TERCERO.- 


En el presente caso, el conflicto negativo de competencia objeto de examen debe ser resuelto en el sentido de declarar la competencia del orden jurisdiccional civil. La acción ejercitada en ambos procesos seguidos sucesivamente, civil y contencioso-administrativo, es la derivada del reembolso de sumas económicas a que hizo frente la Junta de Andalucía con motivo del vertido producido por la rotura de la balsa minera de Aznalcollar propiedad del Grupo Boliden. En ningún momento se acciona o demanda contra una Administración Pública, que justificaría la intervención de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Las pretensiones están dirigidas contra sujetos privados. No se trata de un supuesto de responsabilidad civil patrimonial de una Administración pública, ni el hecho determinante de la responsabilidad reclamada se sitúa en la órbita de derecho público sino del derecho privado, ni afecta a materias excluidas del ordenamiento jurídico privado. No existe imputación de daño a alguna Administración Pública, la pretensión está dirigida contra sujetos privados, y por lo tanto la materia controvertida es del conocimiento del orden jurisdiccional civil, está claramente sometida a las normas de Derecho Civil.


CUARTO.-


Por todo lo expuesto, teniendo en consideración el artículo 1 y 3.a) de la LJCA y el artículo 9.2 LOPJ, este Ministerio considera procedente resolver el conflicto negativo de competencia planteado en el sentido de que por esa Excma. Sala se dicte Auto declarando competente para conocer del proceso al Juzgado de Primera Instancia n° 11 de Sevilla.


QUINTO.- Recibidas las actuaciones, y habiéndose cumplimentado los trámites previstos, se señaló para su resolución el día 26 de abril de 2.012, en que ha tenido lugar en el sentido que a continuación se expone.




Siendo Ponente el Excmo. Sr. Francisco Javier Arroyo Fiestas.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- BOLIDEN BV instó la inadmisibilidad del recurso por defecto de jurisdicción por dos razones:


a) Porque lo procedente habría sido un conflicto de jurisdicción, pues el Juzgado de Primera Instancia lo que entendió es que era competencia de la Administración.


Ciertamente el art. 38 de la LOPJ establece que los conflictos entre los tribunales y la administración los conoce una sala específica diferente a la del art. 42 LOPJ, pues no se trata propiamente de un conflicto de jurisdicciones, pues se da entre un tribunal y la administración autonómica, en este caso.


Sin embargo, esta Sala ha de declarar que si bien se pudo plantear en su momento un conflicto de jurisdicción, ello no obsta a que residenciado el conflicto, con posterioridad, entre dos jurisdicciones se pueda plantear el recurso por defecto de jurisdicción conforme al art. 42 de la LOPJ.


b) Entiende BOLIDEN BV que no procede la admisibilidad del conflicto de competencias, por los argumentos ya expuestos y por la violación del art. 50 de la LOPJ, sin embargo nos encontramos ante una misma petición, a saber, el reembolso de gastos, dos jurisdicciones que niegan su competencia y las mismas partes, siendo intrascendente que BOLIDEN actúe como recurrente ante la jurisdicción contencioso administrativa, pues lejos de instar una reclamación lo que pretende es que no se conceda a la Junta de Andalucía lo repercutido en virtud de la acción de repetición, ejercitada en ambas jurisdicciones.


El hecho de que no accionara la Junta ante los Juzgados de lo contencioso administrativo, y abriese expediente de autotutela, nada obstaculiza al actual conflicto de competencia, pues tras el indeseable peregrinaje sufrido, el debate se centra en resoluciones de dos jurisdicciones que respectivamente se declaran incompetentes que es el supuesto típico regulado en el art. 42 de la LOPJ.


SEGUNDO.- Entrando en el fondo de la cuestión podemos observar que la JUNTA DE ANDALUCIA funda su planteamiento ante la jurisdicción contencioso administrativa, por lo que respecta a la repetición de gastos en los arts. 1908 y 1158, ambos del C. Civil.


La misma JUNTA en el procedimiento civil ante el JPI nº 11 de Sevilla ejercita una acción de reembolso o reintegro de gastos, en base al art. 1158 del C. Civil, entre otros.


La naturaleza de la acción ejercitada por su contenido esencial, sus sujetos pasivos y por la normativa que la regula es de encuadramiento dentro del orden del derecho civil y por ello se interpuso la demanda, en su día, ante los Juzgados de Primera Instancia de Sevilla viéndose abocada la JUNTA al itinerario administrativo y contencioso administrativo por imperativo de lo resuelto por el Juzgado y la Audiencia Provincial, siendo preciso que en esta sede se dé una respuesta coherente con el derecho a la tutela judicial efectiva, establecido en el art. 24 de la Constitución, con el fin de evitar que quede imprejuzgada una acción, por causa ajena a la voluntad del demandante (SSTC. de 16 de mayo de 2011, sentencia 66/2011 y de 14-5-2009, sentencia 114 de 2009).


Por lo expuesto procede estimar el recurso por defecto de jurisdicción, atribuyéndola a la jurisdicción civil, dado que se imputa responsabilidad civil a personas jurídicas de derecho privado, en base a la cual se repiten los desembolsos efectuados.


TERCERO.- No procede expreso pronunciamiento sobre costas al no apreciarse temeridad ni mala fe.

LA SALA ACUERDA


Resolver el Recurso por defecto de jurisdicción, interpuesto por la JUNTA DE ANDALUCIA, contra auto de 28 de diciembre de 2002 del Juzgado de Primera Instancia nº 11 de Sevilla, en favor de la jurisdicción civil y, por ello, declarar la competencia para resolver del Juzgado de Primera Instancia número 11 de Sevilla en el procedimiento ordinario nº 1407 de 2002 y todo ello sin expresa imposición de las costas causadas.


Devuélvanse las respectivas actuaciones al Juzgado y a la Sala de los que proceden, con testimonio de esta resolución a los efectos oportunos. Publíquese esta resolución conforme a Derecho.


Así lo acuerdan y firman los Excmos. Sres. Magistrados que han constituido Sala para ver y decidir el presente Conflicto de Competencia, lo que como Secretario certifico. 

